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INFORME No. 144/11
PETICIÓN 1050-06
ADMISIBILIDAD
PEDRO STÁBILE NETO Y OTROS FUNCIONARIOS DEL MUNICIPIO DE SANTO ANDRÉ (PRECATÓRIOS)

BRASIL

31 de octubre de 2011

I. RESUMEN

1.
El 29 de septiembre de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por los abogados Pedro Stábile Neto, Fernando Romera Stábile y Caroline Romera Stábile (“los peticionarios”) en la cual se alegan violaciones de los derechos de subsistencia en contra de Pedro Stábile Neto y otros 1.377 funcionarios públicos (“las presuntas víctimas”)
, vinculados a títulos ejecutivos judiciales (precatórios) de las presuntas víctimas, así como la falta de debida protección judicial y violación de las garantías judiciales por la falta de un recurso efectivo para garantizar sus derechos. En relación con ello, los peticionarios sostienen que la República Federativa de Brasil (“Brasil” o “Estado”) es internacionalmente responsable por la violación de los artículos 1.1, 2, 8, 11 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana” o “Convención”), y de los artículos XI, XIV y XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Declaración Americana” o “Declaración”)
.
2.
Los peticionarios sostienen que, el 30 de marzo de 1994, interpusieron una acción ordinaria de indemnización en contra del municipio de Santo André por la falta de pago de una complementación salarial reconocida por ley e incumplida por el entonces Alcalde Celso Daniel.  Los peticionarios indican que su derecho a la complementación salarial fue reconocido en sentencias de primera y segunda instancia que hicieron cosa juzgada mediante decisiones definitivas del Superior Tribunal de Justicia (“STJ”) y del Supremo Tribunal Federal (“STF”).  Según los peticionarios, conforme a la legislación brasileña para la ejecución de montos debidos por el Estado, se les emitió títulos ejecutivos judiciales (precatórios), los que no han sido pagados hasta la fecha.  No obstante haber intentado recursos adicionales con el fin de obtener la ejecución, los peticionarios mantienen que no existe en la legislación interna del Estado un recurso legal para imponer al Estado el debido cumplimiento de las decisiones judiciales de carácter monetario que le sean impuestas mediante sentencias definitivas.
3. Por su parte, el Estado argumenta que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, conforme exigido por el artículo 46.1.a de la Convención.  Al respecto, Brasil indica que, en el marco del proceso de ejecución del precatório llevado a cabo por los peticionarios, hay recursos pendientes de decisión.  En cualquier caso, sostiene el Estado que el precatório de los peticionarios debería haber sido ejecutado y pagado hasta fines de 1999, por lo tanto, la presentación de la petición en 2006 fue extemporánea y no cumple ni con el requisito de seis meses ni con el requisito del plazo razonable, previstos, respectivamente en el artículo 49.1.b de la Convención y en el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.  Finalmente, el Estado alega que lo que ha imposibilitado el pago de los créditos de las presuntas víctimas son las restricciones financieras enfrentadas por el municipio de Santo André paralelamente a la necesidad de seguir proveyendo los servicios públicos esenciales a la población del municipio.

4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar la posición de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la CIDH decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  Por otra parte, declara inadmisible lo alegado respecto a la presunta violación del artículo 11 de la Convención.  En consecuencia, decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

5.
La petición fue recibida por la CIDH el 29 de septiembre de 2006, y sus anexos fueron recibidos el 13 de octubre de 2006.  El 27 de de septiembre de 2007, los peticionarios presentaron información adicional.  El 28 de enero de 2008, la CIDH transmitió las partes pertinentes de la denuncia al Estado.  El Estado dio respuesta a la petición los días 2 y 22 de julio de 2008.  Los peticionarios sometieron información adicional el 25 de agosto de 2008 y el 30 de agosto de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  Hasta la fecha de aprobación de este informe, el Estado no ha presentado observaciones adicionales.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

6.
Los peticionarios alegan la violación por el Estado de los derechos de subsistencia de las presuntas víctimas, en virtud de la falta de pago de los precatórios emitidos en su favor durante la ejecución de una deuda reconocida mediante una sentencia judicial definitiva, vinculada a una complementación salarial que les fue otorgada por una ley municipal.  Específicamente, los peticionarios indican que el 21 de abril de 1989, el Alcalde del municipio de Santo André, Celso Daniel, promulgó la Ley Municipal nº. 6.504/89, otorgando a todos los funcionarios públicos municipales una complementación salarial a fin de minimizar los efectos de la inflación entonces existente.  No obstante su promulgación, conforme a los peticionarios, el mismo Alcalde posteriormente incumplió dicha ley y nunca incorporó a los sueldos de los funcionarios municipales la referida complementación salarial.  En virtud de lo anterior, los peticionarios indican que el 30 de marzo de 1994 interpusieron una acción ordinaria de indemnización, en nombre de 1.377 funcionarios públicos, en contra del municipio de Santo André. 
7.
Según los peticionarios, las presuntas víctimas obtuvieron una sentencia de primera instancia en su favor (emitida por el Juez del 1º Juzgado Civil de la Comarca de Santo André el 21 de junio de 1994), la que fue posteriormente confirmada en segunda instancia (sentencia emitida por el Tribunal de Justicia del Estado de São Paulo – “TJE/SP” – el 5 de septiembre de 1996).  Los peticionarios alegan que el municipio de Santo André interpuso una serie de recursos interlocutorios y/o de carácter extraordinario, todos los cuales habrían sido rechazados por los tribunales competentes: recurso de aclaración (Embargos de Declaração) rechazado por el TJE/SP el 28 de noviembre de 1996; recursos especial y extraordinario rechazados por el TJE/SP; Agravo de Instrumento rechazado por el STJ el 12 de agosto de 1997; y Agravo de Instrumento rechazado por el STF el 13 de febrero de 1998.  Conforme a lo alegado, dichas decisiones del STJ y del STF hicieron cosa juzgada el 9 de septiembre de 1997 y el 9 de marzo de 1998, respectivamente.
8.
De acuerdo con los peticionarios, la legislación brasileña – específicamente el artículo 100 de la Constitución – establece que las deudas del Estado deben ser pagadas a través de títulos ejecutivos judiciales (requisição judicial de pagamento) denominados precatórios.  Asimismo, los peticionarios sostienen que el debido pago de los precatórios obedece a un proceso de ejecución sui generis en virtud de que el embargo de bienes públicos (lato sensu, incluso valores monetarios) es absolutamente prohibido por ley, conforme a los artículos 100 del Código Civil y 649 del Código de Proceso Civil.  En ese sentido, los peticionarios sostienen que el sistema legal brasileño permite postergar indefinidamente la ejecución de las sentencias judiciales de carácter monetario favorables a los acreedores del Estado, en base a la falta de recursos presupuestarios, con lo que Brasil ha incumplido su deber de proveer recursos efectivos y protección judicial adecuada, así como de adoptar medidas para hacer efectivos los referidos derechos.  En efecto, alegan que no existe en la legislación interna de Brasil el debido proceso legal para obligar el Estado a cumplir con un orden judicial de pago de precatório, con lo cual sus acreedores – como las presuntas víctimas – se encuentran en una situación de indefensión absoluta.
9.
En ese sentido, se alega que que la ejecución de tales sentencias contra el Estado puede posponerse indefinidamente, según un orden de prelación, hasta que el Estado dispusiera de los recursos suficientes para efectuar los pagos de sus haberes.  En efecto, los peticionarios sostienen que la legislación brasileña sólo permite dos vías judiciales para reclamar la falta de pago de una deuda por el Estado: i) la solicitud de intervención, que puede ser de la Unión Federal respecto de los estados o, alternativamente, de los estados respecto de los municipios (conforme a los artículos 34, VI y 35, IV, respectivamente, de la Constitución); y ii) la solicitud de “secuestro” de rentas, que solamente sería posible si se establece que no se respetó el orden de prelación, de acuerdo con los artículos 100, §2 de la Constitución y 731 del Código de Proceso Civil.  No obstante la existencia de dichos recursos, los peticionarios argumentan que ninguno de ellos es eficaz porque concretamente no obligan el Estado a pagar sus deudas vinculadas a precatórios.
10.
Los peticionarios aseveran que, tras la decisión definitiva emitida en su favor, el TJE/SP determinó la emisión del precatório de las presuntas víctimas, al que se designó el número 002/99 (es decir, era el segundo en el orden de prelación para ese año), cuyo valor entonces sumaba R$ 40.718.480,33 (cuarenta millones, setecientos y ochenta mil, cuatrocientos y ochenta reais y treinta y tres centavos).  Los peticionarios agregan que, conforme a la legislación aplicable, el referido precatório debería ser integralmente pagado por el Estado hasta fin del año 1999.  No obstante, hasta la fecha, el municipio de Santo André supuestamente no ha pagado el precatório  de las presuntas víctimas.
11.
En virtud de lo anterior, los peticionarios indican que las presuntas víctimas presentaron una solicitud de intervención estadual en el municipio de Santo André, y el 4 de septiembre de 2002 el TJE/SP decretó la intervención estadual en el municipio, siendo el Gobernador de São Paulo debidamente notificado el 9 de enero de 2003.  Sin embargo, el Gobernador no procedió a realizar la intervención en el municipio.  Asimismo, los peticionarios indican que las presuntas víctimas interpusieron dos solicitudes de secuestro de valores.  La primera supuestamente fue rechazada el 14 de octubre de 2002, porque se determinó que el municipio no había abonado el precatório en virtud de dificultades financieras y sin violación del orden de prelación; en efecto, los peticionarios sostienen que el municipio de Santo André suspendió en general el pago de todos sus precatórios desde el año 1999.  Posteriormente, conforme a la información, el 24 de mayo de 2006 las presuntas víctimas interpusieron otra solicitud de secuestro de rentas, que fue admitida por el TJE/SP el 11 de septiembre de 2007.  No obstante, el Estado habría apelado dicha decisión a través de un recurso de “reclamación” (Reclamação n. 5536) ante el STF, cuya decisión sigue pendiente.  En resumen, los peticionarios observan que los recursos internos disponibles han sido intentados pese a que reiteran que los mismos no son idóneos a fin de obligar el Estado a pagar la deuda vinculada a su precatório.
12.
Finalmente, en relación con los alegatos del Estado respecto de la inadmisibilidad de la petición, los peticionarios observan que la contestación del Estado, presentada el 2 de julio de 2008, es extemporánea y, por lo tanto, la CIDH no debería considerarla, conforme al artículo 30.3 de su Reglamento.  En virtud de todo lo anterior, los peticionarios alegan que el Estado ha violado los artículos 1.1, 2, 8, 11 y 25 de la Convención Americana, así como los artículos XI, XIV y XVIII de la Declaración Americana.  Asimismo, los peticionarios sostienen que Brasil violó el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Los peticionarios concluyen que debido al largo transcurso de tiempo sin que el derecho de las presuntas víctimas haya sido satisfecho por el Estado, por lo menos 204 de ellas han muerto sin recibir los montos que se les debía, con lo que sus herederos pasan a ser las presuntas víctimas quienes tienen derecho a recibir la indemnización debida por el Estado.  En relación  con este punto, los peticionarios han indicado – en una de sus comunicaciones posteriores – que el número de presuntas víctimas alcanza a por lo menos 1.404 personas.
B. Posición del Estado

13.
En primer lugar, el Estado observa que la CIDH no es competente ratione materiae para examinar supuestas violaciones respecto del artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento de la Comisión Interamericana.  Adicionalmente, el Estado alega que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos, de acuerdo con el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado observa que la acción ordinaria de indemnización interpuesta por las presuntas víctimas fue decidida a favor de éstas, mediante una decisión definitiva que hizo cosa juzgada.  En consecuencia, informa el Estado, se inició el proceso de ejecución con la emisión del respectivo precatório  que debería haber sido pagado hasta el fin de 1999.
14.
El Estado indica que el municipio de Santo André no cumplió la sentencia judicial, y ello resultó en que el TJE/SP ordenara la intervención del Gobernador de São Paulo en el municipio, en noviembre de 2002; sin embargo, el Gobernador no llevó a cabo la intervención.  Pese a lo anterior, el Estado alega que la petición es inadmisible porque, en el marco del proceso de ejecución llevado a cabo por los peticionarios, se interpuso una solicitud de “secuestro” de bienes del municipio de Santo André, el 24 de mayo de 2006, y dicha solicitud fue juzgada procedente en primera instancia, estando pendiente de decisión el recurso de “reclamación” interpuesto por el estado de São Paulo.  En relación con el incumplimiento del pago vinculado al precatório emitido a favor de las presuntas víctimas, el Estado argumenta que ello se debe a las restricciones financieras enfrentadas por el municipio de Santo André paralelamente a la necesidad de seguir proveyendo los servicios públicos esenciales a la población del municipio.  En todo caso, el Estado observa que la legislación brasileña asegura todas las garantías necesarias para preservar el valor real de las indemnizaciones debidas por el Estado, entre otros, al preveer el reajuste monetario previo a la liquidación de una deuda cuyo pago haya sido retardado así como la adición del interés pertinente por la mora del Estado.
15.
Asimismo, el Estado alega que los artículos 32.1 del Reglamento de la CIDH y 46.1.b de la Convención Americana exigen que las peticiones sean presentadas a la Comisión Interamericana dentro del plazo de seis meses, a partir de la decisión definitiva que agotó los recursos internos.  Alternativamente, el Estado observa que la petición debe presentarse dentro de un plazo razonable, en los casos debidamente especificados.  En ese sentido, el Estado refuta el argumento de los peticionarios de que el incumplimiento de la decisión definitiva que condenó el municipio al pago de los montos debidos a las presuntas víctimas pudiera caracterizar una violación continuada de derechos.  En efecto, el Estado alega que los hechos alegados en la petición tienen carácter instantáneo, visto que – contrariamente a lo sostenido por los peticionarios – la falta de pago de los precatórios son meras secuelas de los hechos denunciados que tienen ejecución instantánea, es decir, la falta de cumplimiento de la sentencia definitiva que condenó el Estado a dicho pago.  En ese sentido, el Estado reitera que los recursos internos no han sido agotados, y que la petición no cumple con el requisito del artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH, toda vez que la falta de pago se consumó a fines de 1999, i.e. casi siete años antes de la presentación de la petición el 29 de septiembre de 2006.
16.
En conclusión, el Estado resalta que el municipio de Santo André no ha pagado el precatório de las presuntas víctimas en virtud de circunstancias de hecho desfavorables, e incluso insuperables, por no disponer de los recursos financieros suficientes para ello.  Adicionalmente, el Estado observa que la Constitución brasileña establece un orden de prelación para el pago de los precatórios a fin de asegurar el tratamiento igualitario de los acreedores del Estado, conforme a una lógica cronológica objetiva.  En ese sentido, el Estado alega que la intervención de la CIDH podría resultar en preferencias arbitrarias respecto del pago de las deudas del Estado, en violación a las garantías previstas en la Constitución brasileña.
IV. ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia
17.
Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana observa que Brasil es Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado Parte en dicho tratado.
18.
Respecto de la competencia ratione temporis, la Comisión Interamericana toma nota, preliminarmente, que los peticionarios denuncian hechos que están relacionados con la promulgación de una ley municipal el 21 de abril de 1989.  No obstante lo anterior, la CIDH observa que las alegadas violaciones denunciadas en esta petición se refieren no a la promulgación de la ley en sí misma, sino a la falta de pago del precatório n. 002/99 a fines del año 1999, y el supuesto incumplimiento con sentencias definitivas emitidas en el marco de una acción ordinaria de indemnización iniciada el 30 de marzo de 1994.  Los alegatos de los peticionarios, por lo tanto, se refieren al presunto incumplimiento con dichas sentencias judiciales, la falta de pago del referido precatório, y la falta de recursos legales para – ante al continuo incumplimiento con ese pago – obligar el Estado a pagar sus deudas relativas a las presuntas víctimas.  En ese sentido, la CIDH decide que tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido las violaciones alegadas en la petición.
19.
Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian primordialmente posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  Por otra parte, la CIDH toma nota que los peticionarios también alegan violaciones de los artículos XI, XIV y XVIII de la Declaración Americana.  La CIDH resalta que para Brasil, como Estado Parte en la Convención Americana, “la fuente concreta de sus obligaciones, en lo que respeta a la protección de los derechos humanos es, en principio, la propia Convención”
, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos idénticos en ambos instrumentos.  En el presente caso, existe una similitud de contenido entre las normas de la Declaración y de la Convención invocadas pos los peticionarios, específicamente en lo que se refiere a los artículos XVIII de la Declaración y 25.1 de la Convención.  Asimismo, respecto del presunto incumplimiento con el pago referente a su precatório, los alegatos de los peticionarios relativos a los artículos XI y XIV de la Declaración están estrechamente relacionados y, por tanto, subsumidos en el artículo 21 de la Convención Americana.  Consecuentemente, dichos alegatos serán examinados exclusivamente en base a la Convención.  Finalmente, la CIDH decide que no tiene competencia ratione materiae para pronunciarse sobre supuestas violaciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aunque podría tomarlo en cuenta a efectos de interpretar y aplicar los instrumentos regionales.
B. Agotamiento de los recursos internos

20.
El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de una petición por la CIDH.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
21.
En la presente petición los peticionarios han argumentado que no existen recursos judiciales efectivos para obligar el Estado a pagar un precatório debido y cuyo pago no se haya cumplido.  Por su parte, el Estado sostiene que la petición es inadmisible porque, en el marco del proceso de ejecución llevado a cabo por los peticionarios, se encuentra pendiente de decisión un recurso de reclamación interpuesto por el estado de São Paulo en relación con la sentencia de primera instancia del 11 de septiembre de 2007, respecto de la solicitud de “secuestro” presentada por los peticionarios el 24 de mayo de 2006 (supra paras. 11 y 14).
22.
Según el Reglamento de la CIDH, y como han establecido la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (“Corte Interamericana), desde hace mucho tiempo, “el Estado que alega el no agotamiento [de los recursos internos] tiene a su cargo el señalamiento de los recursos que deben agotarse y de su efectividad”
.  Asimismo, la Corte Interamericana ha establecido que:
cuando quien denuncia una violación de derechos humanos aduce que no existen dichos recursos o que son ilusorios, la puesta en marcha de [la] protección [internacional] puede no sólo estar justificada sino ser urgente. En esos casos no solamente es aplicable el artículo 37.3 del Reglamento de la Comisión, a propósito de la carga de la prueba, sino que la oportunidad para decidir sobre los recursos internos debe adecuarse a los fines del régimen de protección internacional […].  Esa es la razón por la cual el artículo 46.2 establece excepciones a la exigibilidad de la utilización de los recursos internos como requisito para invocar la protección internacional, precisamente en situaciones en las cuales, por diversas razones, dichos recursos no son efectivos
.


23.
En ese sentido, la Corte también ha determinado que, “un recurso debe ser, además [de adecuado], eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido”
, y que ser adecuado significa que:

la función de esos recursos, dentro del sistema del derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo
.

24.
Respecto de la presente petición, la CIDH considera que el Estado no cumplió con la carga de la prueba que le corresponde respecto de la eficacia y de la idoneidad de los recursos que alega no haber sido agotados.  Al respecto, la CIDH observa, en primer lugar, que una de las vías judiciales posibles ante al incumplimiento con el oportuno pago de un precatório es la solicitud de intervención.  Conforme a lo alegado por ambas partes (supra párrs. 11 y 14), las presuntas víctimas presentaran una solicitud de intervención estadual en el municipio de Santo André y, pese a que ésta fue decidida a favor de las presuntas víctimas el 4 de septiembre de 2002
, el Gobernador de São Paulo no llevó a cabo la intervención ordenada judicialmente.  En cualquier caso, la CIDH toma nota de lo establecido en la Constitución Federal brasileña respecto de la intervención
, que impone la sustitución de las autoridades responsables por las causas de esa intervención – en el presente caso el jefe del Poder Ejecutivo, i.e. el Alcalde municipal – por un interventor, a fin de mejor administrar las finanzas del municipio.  No obstante, el Estado no ha comprobado que lo anterior podría resultar en el efectivo pago de los haberes debidos a las presuntas víctimas, particularmente cuando el propio Estado ha alegado ante la CIDH que el pago no se ha efectuado en virtud de restricciones financieras insuperables enfrentadas por el municipio de Santo André (supra párrs. 14 y 16).  Por lo tanto, en atención a los parámetros establecidos en los párrafos 22 y 23 del presente informe, la CIDH decide que, a efectos del examen sobre la admisibilidad, la solicitud de intervención no es un recurso que había que agotar.

25.
Adicionalmente, la CIDH observa que la otra vía judicial disponible para cuestionar el incumplimiento con el pago de un precatório es la solicitud de “secuestro” de rentas, que sólo es posible si se establece que no se respetó el orden de prelación, conforme a lo establecido en los artículos 100, §2 de la Constitución
 y 731 del Código de Proceso Civil
.  Conforme a lo alegado por ambas partes (supra párrs. 11 y 14), las presuntas víctimas presentaran una solicitud de secuestro el 24 de mayo de 2006, que fue juzgada procedente por el TJE/SP el 11 de septiembre de 2007, encontrándose pendiente hasta la fecha un recurso de “reclamación” interpuesto por el municipio de Santo André
.  Al respecto, la CIDH observa que el Estado no ha comprobado que ese recurso judicial podría resultar en el efectivo pago de los haberes debidos a las presuntas víctimas, particularmente cuando el propio Estado ha alegado ante la CIDH que el pago no se ha efectuado en virtud de restricciones financieras insuperables enfrentadas por el municipio de Santo André (supra párrs. 14 y 16).  En el mismo sentido, el TJE/SP, en su sentencia que rechazó la primera solicitud de secuestro interpuesta por las presuntas víctimas, el 14 de octubre de 2002, estableció que:

En conclusión, en lo referente a la falta de pago [del precatório], en sí mismo ‘el secuestro no es un instrumento para constreñir el pago en caso de omisión del poder público.  La falta de inclusión de recursos financieros en el presupuesto, la consignación de dotación insuficiente, o la propia omisión en asignar el monto para el Poder Judicial constituyen violaciones de las reglas constitucionales y desobediencia de un orden judicial, pero no justifican el secuestro si no se violó el orden de prelación.  En el referido caso, las normas aplicables son las relativas al crimen de responsabilidad y la intervención de la Unión en los estados y de éstos en los municipios’ [cita omitida]
.

26.
Por lo tanto, en atención a los parámetros establecidos en los párrafos 22 y 23 del presente informe, la CIDH decide que, a efectos del examen sobre la admisibilidad, la solicitud de secuestro tampoco es un recurso que había que agotar.  En efecto, a pesar de que los peticionarios tienen sentencias definitivas a su favor, éstas no se han ejecutado por encontrarse en un orden de prelación, y por que supuestamente no existirían recursos financieros suficientes para ello;
 y el Estado no niega que las ejecuciones de las sentencias se posponen, sólo se refiere a la oportunidad y razonabilidad de dichas medidas
.  En conclusión, la CIDH decide que a efectos de la admisibilidad de esta petición, no existen en la legislación brasileña recursos judiciales efectivos y adecuados para asegurar el pago de los precatórios debidos por el Estado.  En base a lo anterior, la CIDH declara que se aplica a la presente situación la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana, en lo relativo al agotamiento de los recursos de jurisdicción interna.  En la etapa de fondo, la CIDH examinará si las causas y los efectos de la referida excepción configuran violaciones a la Convención Americana
, particularmente de sus artículos 1.1, 2, 8 y 25.
C. Plazo de presentación de la petición

27.
La CIDH ha decidido supra que la excepción al previo agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.a es aplicable a la presente situación.  En tales casos, el artículo 32.2 del Reglamento de la Comisión establece que la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión Interamericana.  A tal efecto, la CIDH debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
28.
En el presente caso, lo que se denuncia es el incumplimiento de sentencias judiciales definitivas condenando el Estado al pago de una complementación salarial reconocida por ley y en ejecución mediante el precatório emitido a favor de las presuntas víctimas, así como la falta de recursos legales para obligar el Estado a pagar sus deudas.  Teniendo en cuenta que, conforme a la información disponible, el incumplimiento de las referidas sentencias o, en otras palabras, la falta de pago del referido precatório continúa hasta la presente fecha, la CIDH considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, en conformidad con el artículo 32.2 de su Reglamento
.
D. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
29.
No surge del expediente que la materia se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por la CIDH u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.
E. Caracterización de los hechos alegados

30.
A los efectos de la admisibilidad, la CIDH debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) de dicho artículo.
31.
Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
32.
En este caso, la Comisión Interamericana observa que, si se prueban verdaderas, las alegaciones de los peticionarios sobre la violación de sus derecho a la propiedad, así como la falta de recursos efectivos y protección judicial adecuada para garantizar el referidos derecho, podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en los artículos 8, 21
 y 25
 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado.  Consecuentemente, la CIDH decide que la petición es admisible respecto de los referidos derechos, conforme al artículo 47.b de la Convención.  Por otro lado, la CIDH resuelve que los peticionarios no han acreditado prima facie una supuesta violación del artículo 11 de la Convención Americana.
V. CONCLUSIONES

33.
La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:
 
1.
Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 8, 21 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado;
 
2.
Declarar inadmisible esta petición con relación al artículo 11 de la Convención Americana;

3.
Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios;
 
4.
Continuar con el análisis del fondo de la cuestión;
 
5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y fimado en la ciudad de Washington, D.C., a los 31 días del mes de octubre de 2011.  (Assinado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vice-Presidente; Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la CIDH, el Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en el debate ni en la decisión del presente informe.


� Las presuntas víctimas están debidamente nombradas e identificadas en los Anexos 1A y 2 de la petición original, y en la Lista de nombres e direcciones que acompañó la comunicación de los peticionarios del 27 de septiembre de 2007 – Apéndice 1: Lista de presuntas víctimas.


� Asimismo, los peticionarios sostienen que Brasil violó el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.


� Corte IDH. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10, párr. 46.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 88.  Veáse, asimismo, Corte IDH. Caso Nogueira de Carvalho y otro Vs. Brasil. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 28 de Noviembre de 2006. Serie C No. 161, párr. 81; CIDH. Informe No. 77/98, Admisibilidad, Caso 11.556, Corumbiara (Brasil), 25 de septiembre de 1998, párrs.13 y 14; y CIDH. Informe No. 33/97, Admisibilidad, Caso 11.405, Ovelário Tames (Brasil), 1 de octubre de 1997, párrs. 75 y 76.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 93.  El artículo 37.3 del entonces vigente Reglamento de la CIDH es similar al actualmente vigente artículo 31.3, y establecía que: “Cuando el peticionario afirme la imposibilidad de comprobar el requisito señalado en este artículo, corresponderá al Gobierno, en contra del cual se dirige la petición, demostrar a la Comisión que los recursos internos no han sido previamente agotados, a menos que ello se deduzca claramente de los antecedentes contenidos en la petición”.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 66.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 64.


� Decisión del Tribunal de Justicia de São Paulo del 4 de septiembre de 2002. Proceso de Intervención Estadual n.° 071.567.0/1 – Anexo n. 11 de la petición original presentada el 29 de septiembre de 2006.


� Véase Constitución Federal de Brasil, artículos 35 y 36.


� Constitución Federal de Brasil, artículo 100, § 2: “Las dotaciones presupuestarias y los créditos abiertos serán consignados directamente al Poder Judicial, incumbiéndole al Presidente del Tribunal que dictó la decisión de ejecución determinar el pago según las posibilidades del depósito, y autorizar, tras solicitud del acreedor, y exclusivamente en caso de violación de su derecho relativo al orden de prelación, el secuestro del monto necesario para la satisfacción del débito” (Traducción libre del portugués original: As dotações orçamentárias e os créditos abertos serão consignados diretamente ao Poder Judiciário, cabendo ao Presidente do Tribunal que proferir a decisão exeqüenda determinar o pagamento segundo as posibilidades do depósito, e autorizar, a requerimento do credor, e exclusivamente para o caso de preterimento de seu direito de precedência, o secuestro da quantia necesaria à satisfação do débito).


� Código de Proceso Civil, artículo 731: “Si el acreedor fuera preterido en su derecho relativo al orden de prelación, el presidente del tribunal que emitió el orden podrá, tras escuchar al jefe del Ministerio Público, ordenar el secuestro del monto necesario para satisfacer el débito” (Traducción libre del portugués original: (Se o credor for preterido no seu direito de preferência, o presidente do tribunal, que expediu a ordem, poderá, depois de ouvido o chefe do Ministério Público, ordenar o seqüestro da quantia necessária para satisfazer o débito).


� Acompañamiento procesal de la Reclamación Rcl/5536 – Anexo n. 3 de la comunicación presentada por los peticionarios el 25 de agosto de 2008.


� Decisión del Tribunal de Justicia de São Paulo del 14 de octubre de 2002. Proceso de Secuestro n.° 093.113.0/1-00 – Anexo n. 13 de la petición original presentada el 29 de septiembre de 2006 (Traducción libre del portugués original: Por fim, no que toca à situação de inadimplência, em si “o secuestro não é instrumento para compelir ao pagamento no caso de omissão da administração.  A falta de inclusão de verba no orçamento, a consignação de dotação insuficiente, ou a própria omissão ao empenhar a verba para o Poder Judiciário são violações de regras constitucionais e desobediência à ordem judicial, mas não ensejam o seqüestro se não houver preterição de nenhum credor.  No caso, incidem as normas relativas ao crime de responsabilidade e a intervenção da União no Estado e deste no Município” [citação omitida]).


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe No. 03/01, Admisibilidad, Caso 11.670, Amilcar Menéndez y otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párr. 52.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe No. 03/01, Admisibilidad, Caso 11.670, Amilcar Menéndez y otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párr. 53.


� CIDH. Informe No. 35/10, Admisibilidad, Petición 150-06, Nélio Nakamura Brandão y Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz, 17 de marzo de 2010, párr. 35; Informe No. 96/09, Admisibilidad, Petición 4-04, Antônio Pereira Tavares y otros, 29 de diciembre de 2009, párr. 35; Informe No. 72/08, Admisibilidad, Petición 1342-04, Márcio Lapoente da Silveira, Brasil, 16 de octubre de 2008, párr. 75; Informe No. 23/07, Admisibilidad, Petición 435-2006, Eduardo José Landaeta Mejía y Otros, Venezuela, 9 de marzo de 2007, párr. 47; e Informe No. 40/07, Admisibilidad, Petición 665-05, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros, Brasil, 23 de julio de  2007, párr. 55.


� Véase CIDH. Informe No. 03/01, Admisibilidad, Caso 11.670, Amilcar Menéndez y otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párr. 60.


� Conforme a lo indicado en el párrafo 19 del presente informe la alegada violación de los artículos XI y XIV de la Declaración está subsumida en el artículo 21 de la Convención.


� Conforme a lo indicado en el párrafo 19 del presente informe la alegada violación del artículo XVIII de la Declaración está subsumida en el artículo 25 de la Convención.





